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PROPORCIONALIDAD EN LA PONDERACIÓN. PRINCIPIOS DEL 
MÉTODO RELATIVO QUE DEBEN ATENDERSE PARA EVALUAR LA 
LEGITIMIDAD DE LAS MEDIDAS ADOPTADAS POR EL LEGISLADOR, 
EN EL JUICIO DE AMPARO EN QUE LA LITIS IMPLICA LA 
CONCURRENCIA Y TENSIÓN ENTRE LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES DE LIBERTAD DE COMERCIO Y LOS RELATIVOS A 
LA PROTECCIÓN DE LA SALUD, AL PLANTEARSE LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA DE OBSERVANCIA 
GENERAL QUE PROHÍBE LA VENTA DE PRODUCTOS DERIVADOS DEL 
TABACO. 

La litis en el juicio de amparo cuando se plantea la inconstitucionalidad de una norma 
de observancia general que prohíbe la venta de productos derivados del tabaco y tiene 
como objetivo la protección de la salud de los no fumadores, implica la concurrencia 
y tensión entre derechos fundamentales, como son el de libertad de comercio y los 
relativos a la protección de la salud y a un medio ambiente adecuado para el 
desarrollo y bienestar, lo que amerita utilizar el método de proporcionalidad en la 
ponderación para resolver la controversia. Lo anterior es así, porque la libertad de 
comercio no es absoluta y, en ese sentido, admite restricciones e incluso la 
concurrencia de otros derechos como los mencionados. En ese contexto, atendiendo al 
señalado método, para evaluar la legitimidad de las medidas adoptadas por el 
legislador ordinario, es pertinente corroborar que se atiendan los principios siguientes: 
a) Admisibilidad. En primer lugar, la restricción creada por el legislador debe ser 
admisible conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos e 
idónea para regir en el caso concreto donde se actualiza la medida; es decir, el 
legislador ordinario sólo puede restringir o suspender el ejercicio de los derechos 
fundamentales en los casos y en las condiciones que el propio Ordenamiento Supremo 
establece, como lo prescribe su artículo 1o. Por tanto, es claro que el legislador no 
tiene facultades para fijar limitaciones a derechos fundamentales, adicionales a las 
que derivan de la Norma Fundamental, y sus atribuciones de producción normativa 
sólo deben desplegarse para dar contenido exacto a aquéllas, que deben ser idóneas y 
adecuadas para el caso concreto o la necesidad social que determina una regulación; 
b) Necesidad. La medida legislativa de carácter restrictivo debe ser necesaria para 
asegurar la obtención de los fines que la fundamentan, porque no basta que la 
restricción sea en términos amplios, útil para la obtención de ese fin, sino que, de 



hecho, esa medida debe ser la idónea, óptima e indispensable para su realización. Por 
ello, el Juez constitucional debe asegurarse de que el fin buscado por el legislador no 
pueda alcanzarse razonablemente por otros medios menos restrictivos o intrusivos de 
derechos fundamentales, dado que las restricciones constitucionalmente previstas a 
éstos tienen un carácter excepcional, lo cual implica que el legislador debe echar 
mano de ellas sólo cuando sea estrictamente necesario; y, c) Proporcionalidad. La 
medida legislativa debe ser proporcional, lo que implica respetar una correspondencia 
entre la importancia del fin buscado por la ley y los efectos perjudiciales que produce 
en otros derechos e intereses constitucionales. Así, el objetivo es que el resultado del 
balance entre ventajas y desventajas o entre beneficios y costos, siempre derive en un 
resultado o cociente positivo, si se quiere superavitario, entendiendo que el beneficio 
supere al daño, a partir de un equilibrio entre las razones pertinentes y que se atiendan 
en la medida del óptimo posible para casos concretos. De ahí que los anteriores 
principios deben contemplarse cuando se trate de restricciones suficientes u oponibles 
al disfrute de derechos fundamentales, como en el caso, la libertad de 
comercio.��CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 326/2008. Operadora de Centros de Espectáculos, S.A. de C.V. 
29 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. 
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